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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Hermes Toledo Antúnez. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Carlos Maseda, Aníbal 
Pereyra, Nelson Pérez Cortelezzi y Homero Viera. 


INVITADOS: Ingeniero agrónomo M.Sc. Enzo Benech, Presidente del Instituto Nacional de Semillas 
(INASE); doctor Carlos Rodríguez e ingeniera agrónoma Cecilia Jones. 


SEÑOR PRESIDENTE (Toledo Antúnez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a la delegación del Instituto Nacional de Semillas, integrada por su Presidente, el 
ingeniero agrónomo Enzo Benech, por el asesor legal, doctor Carlos Rodríguez, y por la Directora Ejecutiva, 
ingeniera Cecilia Jones. El motivo de la convocatoria es informarnos sobre las modificaciones a diversas 
disposiciones de la Ley_N? 16.811, que es justamente la que crea este Instituto. 


SEÑOR BENECH.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


Nosotros queremos plantear los fundamentos por los cuales a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca y de todos los Ministros se propusiera un cambio a la ley vigente de semillas, la N* 16.811. Esta ley 
ya cuenta con media sanción; ya fue aprobada por la Cámara de Senadores. Lo primero que les voy a decir es 
que estamos totalmente de acuerdo con los cambios que se hicieron en dicha Cámara. Es más: nosotros 
mismos los propusimos porque en la propuesta original había errores u omisiones. Por lo tanto, lo que viene 
del Senado cuenta con el consenso del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y también con el nuestro 
porque lo hemos revisado en detalle. 


La reforma está basada en la experiencia de todos estos años de trabajo y en algunos ajustes que son 
necesarios, de lógica y de sentido común. 


Ya enviamos una fundamentación de cada artículo que debe estar en vuestro poder. 


SEÑOR CASAS.- Tenemos que ser sinceros. Todavía no teníamos este proyecto de ley en el orden del 
día de la Comisión. No obstante ello, accedimos a la entrevista que solicitaron pero no estamos en el 
detalle de cada artículo. 


Considero que sería oportuno en esta visita que nos transmitieran el espíritu del proyecto de ley y cuáles son 
los cambios con respecto al proyecto original. Luego, lo estudiaríamos y, si tenemos alguna duda, los 
volveríamos a convocar. 


SEÑOR BENECH.- Aquí hay aspectos que hacen a la actividad propiamente dicha. Por ejemplo, 
proponemos cambiar textos en lo que tiene que ver con toda la actividad semillerista. El artículo 14 es 
el primero y refiere al acceso a los lugares donde se encuentran las semillas en proceso, certificadas o 
comerciales. Eso, a nuestro juicio, limita un poco la actividad del Instituto que tiene la obligación de 
dar transparencia al mercado de semillas. Entonces, ahí queríamos una redacción más general que nos 
permitiera tener control sobre algunas otras categorías de semillas. Por ejemplo, una categoría de 
semillas nueva es la de uso propio del productor, que se guarda en su establecimiento. Aquí estamos 
hablando no solo de aspectos de calidad sino también de la propiedad intelectual. Entonces, con una 
redacción más general como la que propusimos, involucramos al conjunto de semillas del país. 


En ese mismo artículo tenemos un cambio de nombre. El inciso D) hablaba del "Registro General de 
Criaderos, Productores y Comerciantes de Semillas". Proponemos cambiarlo por el de "Régimen General de 
Semilleristas". Además, el nombre anterior dejaba afuera algunas actividades. Por lo tanto, también en este 
caso preferimos una redacción más general. 


El artículo 35 tiene que ver con el muestreo de las semillas y con los análisis. El texto decía: "Sólo se podrán 
comercializar lotes de semillas producidos en el país que previamente hayan sido analizados por laboratorios 
habilitados u oficiales de análisis de semillas y cuyos resultados de análisis demuestren que cumplen con los 
estándares de calidad vigentes". Sugerimos que el texto nuevo habilite a realizar muestreos a gente que no 
sea de los laboratorios pero sí que esté con un proceso de habilitación, de forma que se pueda racionalizar un 
poco más y no sea una traba para el desarrollo, que no sea necesariamente el laboratorista quien tenga que ir 
a hacer los muestreos específicamente. 


El artículo 37 refiere a la pureza y habilita la reclasificación. Allí también queríamos una redacción más 
general porque la reclasificación no necesariamente puede ser por maleza; puede ser, por ejemplo, una 
semilla que tenga baja germinación y que mediante un procesamiento de reclasificación pueda mejorar su 
calidad. Entonces, también ahí queríamos generalizar este concepto. 


SEÑOR VIERA.- Me gustaría saber cuál es el cambio conceptual en este artículo. Dice así: 
"Artículo 37.- Cuando los valores del análisis estén fuera de los que preceptúan las reglamentaciones, 
las semillas para ser ofrecidas en venta deberán reclasificarse bajo control del Instituto Nacional de 
Semillas, con el fin de lograr valor aceptable.- Cuando no procediere la reclasificación, el Instituto 
Nacional de Semillas podrá disponer su utilización como producto de consumo, su industrialización o 
su destrucción". ¿Esto no queda así? 


SEÑOR BENECH.- No. Se elimina lo relativo a la pureza. Cuando los valores del análisis estén fuera 
de los que preceptúan se puede reclasificar, y no solo por pureza. Ese es el ejemplo que puse. Cuando 
hablamos de pureza nos referimos al contenido de maleza o materia inerte; acá estamos incorporando 
otros conceptos y yo puse el ejemplo de la germinación. 


SEÑOR VIERA.- Me queda claro. Gracias. 
SEÑOR CASAS.- ¿Existe un estudio comparativo entre lo anterior y lo de ahora? 


SEÑOR BENECH.- Sí, y se lo podemos dejar con mucho gusto. Creo que estaba incorporado en la 
versión original. En su momento, hicimos llegar la redacción anterior, nuestra propuesta y la 
fundamentación. Es lo que estoy utilizando aquí. 


(Diálogos) 


SEÑORA JONES.- Nosotros elaboramos un documento que destaca el cambio que se efectuó en cada 
uno de los artículos y la fundamentación. De repente es más fácil manejar ese material que tratar de 
comparar el texto original con el texto modificado. 


SEÑOR VIERA.- Creo que lo que dice la ingeniera Jones, es lo que solicitaba el señor Diputado Casas. 
Sería cuestión de distribuir ese material, que nos podrá ayudar a aterrizar en temas que no 
necesariamente son los que manejamos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero hacer una pequeña aclaración. El proyecto que vino del Poder 
Ejecutivo sobre el INASE tenía un solo artículo. Por razones de técnica legislativa, el Senado lo dividió 
en tres artículos, pero el contenido de esos tres artículos y el artículo nuestro es exactamente el mismo. 
Eso podría confundir porque nosotros teníamos un artículo único en el que se detallaban todas los 
artículos que se modificaban y el Senado prefirió que fueran tres artículos. Reitero, no varía para nada 
la sustancia y el contenido. El único problema que hay en la versión que vino del Senado es un tema de 
redacción que habría que corregir. En el numeral 3) del artículo 41 del proyecto que estamos 
analizando se establece: "Con rótulo o propaganda de que una u otra manera [...]", en realidad tendría 
que decir: '"Con rótulo o propaganda que de una u otra manera |[...]'. Allí habría que invertir los 
términos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos el material, lo vamos a distribuir a los señores Diputados. 
Si les parece bien, continuamos con el análisis del proyecto. 


SEÑOR BENECH.- Insisto en que, en principio, tratamos de no dejarles más papeles de los que ya 
tienen, porque en realidad pensamos que en lugar de ayudarlos los confundimos; a veces hasta a 
nosotros nos cuesta entender y estamos todos los días en esto. De cualquier manera, los señores 
Diputados cuentan con toda la información, por lo que si necesitan consultarnos, con mucho gusto los 
ayudaremos. Entendemos que hasta en la redacción estamos hilando un poco fino tratando de 
ajustarnos al tema, por lo que pueden quedar dudas. Entonces, si lo consideran conveniente, nos 
llaman y venimos las veces que sea necesario. 


A nosotros nos importaba dejar claro que estamos de acuerdo con las correcciones que vienen del Senado. 
Por los tiempos parlamentarios, este proyecto de ley lleva prácticamente once años y precisamente en esta 
gestión, que lleva más de tres años, tuvo lugar una amplia discusión de esta iniciativa, porque la discutió el 
INASE, el Consejo Nacional de Semillas, la Comisión de Usuarios, y salió siempre por consenso. Luego 
enviamos el proyecto al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y volvió con la firma de todos los 
Ministros. Quiere decir que hay un proceso muy largo detrás y realmente nos interesa que estemos todos de 
acuerdo, que se apruebe, y que podamos poner en práctica todos los cambios que se proponen. 


En el artículo 38 proponemos eliminar lo relativo a la responsabilidad de los que producen semillas. El 
artículo establece que la responsabilidad era de los que producen semillas y nosotros pretendemos que sea de 
las instituciones semilleristas. También acá se debería dar un carácter más general para que quienes estén en 
una actividad comercial tengan responsabilidad sobre la semilla que se está vendiendo, cambiando de 
propiedad. De lo contrario, solamente queda un grupo claramente identificado y eso no nos parece demasiado 
correcto. El artículo 40 refiere a la posibilidad de realizar reclamos ante el Instituto Nacional de Semillas por 
parte de quien compra una semilla y tiene dudas. La ley anterior establecía un plazo excesivamente corto para 
ello. Nos parece que podemos corregir eso con lo que se establece en el segundo párrafo del artículo: "Las 
reclamaciones sobre genuinidad, pureza, germinación y tratamientos se deberán formular durante el 
desarrollo del cultivo y hasta el inicio de la cosecha, en forma inmediata a la constatación del problema". De 
acuerdo con lo que establecía la ley anterior, quizás, el productor ni siquiera podía plantar la semilla, 
entonces, no podía saber si había problema. Por eso nosotros pretendemos que ese plazo sea largo, mientras 
existan las pruebas, de forma también de dar transparencia a esto. Es decir que alguien pueda reclamar, 
probar y ver qué está pasando. 


El artículo 41 refiere a los envases de semillas. Se propone la modificación del numeral 1) en virtud de que 

los cambios procesados en la agricultura y el aumento progresivo de las áreas hace necesario mover grandes 
volúmenes de semillas en escaso tiempo. La denominación del numeral 2) se fundamenta en el concepto ya 
incluido en otro numeral del mismo artículo. 


La actividad semillerista de toda la vida apuntaba a que la semilla se vendiera en bolsa; eso permitía la 
identificación. Hoy, con el desarrollo de la agricultura, con grandes áreas, con equipamiento más grande, se 
hace necesario que, sin perder la trazabilidad de todo el proceso, manteniendo la identidad, se pueda acceder 
a envases más grandes. Esta disposición apunta a permitir eso, que hace ya bastante tiempo que se nota en el 
sector arrocero. En la agricultura de hoy también es necesario. Como se sabe, se utiliza mucho el granel. 
Nosotros pretendemos que se pueda utilizar, porque son costos que después se reflejan en toda la cadena 
productiva pero sin perder la trazabilidad, tomando las garantías necesarias y pensando que es posible. Para 
esto se propone la modificación del artículo 41. 


SEÑOR CASAS.- Para mantener esa trazabilidad debe existir un seguimiento. Me gustaría saber 
quién es el responsable de este: ¿el acopiador de semillas, el semillerista? Además, ¿quién fiscaliza ese 
flujo? 


SEÑOR BENECH-.- Al respecto hay varios aspectos a considerar. Lo primero a tener en cuenta son las 
categorías de semillas. Cuando hay semillas de categorías certificadas o superiores, la responsabilidad 
es del INASE, compartida con el productor; cuando hay categorías comerciales, la responsabilidad es 
de la empresa que vende. Siempre quien tiene la potestad de policía, de controlar que se cumpla la 
norma es el INASE; por eso, esta herramienta. Nosotros vamos a establecer, y de hecho existe, toda una 
normativa acerca de cómo proceder en esto. Si no se cumple, los responsables de hacer cumplir la ley 
somos nosotros y, además de acuerdo con lo que decía anteriormente, existe la posibilidad de recibir 
reclamos, si hubiera, y de laudar esos aspectos. Por lo tanto esto queda claramente enmarcado en un 
proceso, no queda libre para que cada uno haga lo que quiera, está totalmente reglamentado. 


SEÑORA JONES.- Con respecto a la pregunta que se hizo, quiero decir que el Instituto Nacional de 
Semillas tiene establecidos estándares de rotulado y de etiquetado. Cuando se habla de ampliar el 
concepto se refiere a que el estándar de etiquetado no se aplicaría ya a una bolsa sino que 
eventualmente podría aplicarse a un camión, con algún tipo de precinto; además se establece 
claramente qué debe decir la etiqueta, cómo debe identificarse. Además, en la misma etiqueta figuran 
las responsabilidades legales sobre el contenido del camión y de la etiqueta. 


SEÑOR CASAS.- Aclaro que existe una reglamentación que ampara este proyecto de ley, y muchos 
aspectos menores que no figuran en la ley, por supuesto están reglamentadas. 


SEÑOR BENECH.- El artículo 44 tiene que ver con la inscripción de los cultivares que se inscriben en 
el Registro. Este refiere a los cultivares que se pueden comercializar, y esto debe tener una serie de 
características que están descriptas en este artículo, entre ellos, la evaluación nacional de cultivares. 
Aquí hay dos conceptos que me interesa remarcar. 


Con respecto a la evaluación nacional de cultivares la ley anterior dice que deben tener evaluación previa 
para ser incluidos en el Registro. Por evaluación entendemos "ensayo" a nivel experimental, controlado, que 
puedan predecir el comportamiento de esos cultivares cuando se liberen al mercado y los utilice todo el 
mundo. Esto es para que los productores puedan saber lo que van a tener de resultado al comprar una semilla 
y también para que las empresas que quieran vender semillas puedan tener información científica correcta y 
conocida. 


Ahora bien, hemos ido cambiando algunos aspectos. La evaluación previa se mantiene y cuando un cultivar 
está muchos años a nivel comercial, no tiene obligación de ser evaluado otra vez. En nuestro mercado hay 
ejemplos muy claros, hay variedades viejísimas, el caso de Raygras Estanzuela 284, son variedades de la 
década del cincuenta. Si bien son de uso público, si no las evaluamos, no tenemos punto de comparación con 
las nuevas, es decir, cumplió el requisito de evaluación previa, se liberó al mercado, se vende y no se puede 
comparar con las nuevas. Por lo tanto, sugerimos que "la evaluación nacional sea actualizada en la forma y 
condiciones que establezca el Poder Ejecutivo". Nosotros pretendemos que el propio Ministerio de 


Ganadería, Agricultura y Pesca establezca alguna normativa estudiando las especies de forma que podamos 
tener una continuidad de la evaluación nacional y que el comportamiento sea comparable, si no, a los 
usuarios se les vuelve muy difícil. ¿Cómo comparar cuando de pronto hay diez años de separación entre una 
variedad y otra y no están en los mismos ensayos? Con la evaluación nacional se pretende eso. Hemos 
contemplado algunos aspectos referidos a la normativa regional, internacional, porque si nos ponemos 
demasiado exigentes, esto también se puede llegar a ver como una traba al comercio. Queremos contemplar 
esos dos aspectos: la normativa internacional y también que cualquier ciudadano productores y comerciantes 
dispongan de datos comparables a lo largo del tiempo que permanezcan las variedades en el mercado. Ese es 
el primer concepto. 


El segundo concepto es una figura nueva, la del "mantenedor" que debe estar registrado. ¿Qué quiere decir 
esto? Entre los requisitos que se establecen las semillas tienen que ser distintas, uniformes, tener una muestra 
para que podamos comparar, queremos incorporar la figura del mantenedor. Vuelvo al ejemplo del Raygras 
Estanzuela 284, que tiene cincuenta años, es una población que se mantiene sola. Nosotros pretendemos que 
cuando venga una nueva semilla, se traiga la muestra testigo y se pregunte quién es el responsable de 
mantener esa variedad y cuáles son los mecanismos para ello. De esa manera se podrá seguir vendiendo la 
misma semilla. Si no, con el correr del tiempo esto puede cambiar y no tenemos ningún responsable. 
Nosotros con esto estamos haciendo pruebas de identidad varietal para que lo que se vende sea lo que 
tenemos registrado, para que estas cosas cierren. ¿Se entiende el concepto? Esto es importante. 


SEÑOR CASAS.- En el numeral 2) del artículo 44 dice: "Tratándose de cultivares extranjeros, los 
mismos deberán mantener su nombre original". ¿A qué se debe eso? 


SEÑOR BENECH.- Eso tiene que ver con normativa del Derecho Internacional y con el derecho de 
propiedad intelectual. Cuando viene un cultivar nuevo del extranjero, nosotros miramos los 
antecedentes porque puede ser un material protegido. Por ejemplo, hay un material protegido en el 
extranjero con un nombre, viene aquí, no nos dicen nada y lo ponen como nuevo, le cambian el 
nombre, y el país es responsable de mantener la transparencia del sistema por los acuerdos 
internacionales y los derechos de propiedad intelectual. Por eso pedimos que cuando un material ya 
tiene un nombre, este se mantenga. ¿Queda claro? 


SEÑOR CASAS.- Queda claro hasta por ahí nomás. Respecto al tema de la transparencia, pienso que 
en una importación, por ejemplo, si tenemos los requisitos del importador, la marca comercial con que 
se vuelca al mercado no me aflige mucho, porque yo puedo hacer la trazabilidad respectiva hacia el 
lugar de origen, saber quién es el importador y dónde se produjo esa semilla. Entonces no entiendo por 
qué la exigencia de mantener el nombre original, si cuando ingresa al país yo le puedo poner, como 
importador, un nombre que tenga un enganche distinto en el país que estemos comercializando. Lo 
asimilo a cualquier otro producto: se puede importar la materia prima y aquí se le da un nombre 
comercial, pero eso no significa que se pierda la trazabilidad del lugar de origen, que es algo que no 
debe suceder. 


SEÑORA JONES.- En cuanto a los nombres de las variedades se dan muchas situaciones. Una es el 
caso que ha planteado el señor Diputado Casas recién, que es cuando hay nombres comerciales. Eso 
existe en abundancia y no es un problema. Por ejemplo, en el caso del manzano, la variedad tiene un 
nombre, pero el nombre comercial que está en el supermercado es otro: la marca de la manzana es 
Pink Lady y la variedad se llama Cripp's Pink. 


A los efectos de la trazabilidad, nos sirve que haya una estabilidad en el nombre de la variedad. Los nombres 
comerciales se rigen por otro tipo de normativa que no está abarcada por la UPOV. Los nombres de las 
variedades son una ayuda para dar más robustez al sistema de trazabilidad y a la parte de derechos de 
protección. Sí ha sucedido que entran variedades codificadas y después cambian de nombre, y ahí nosotros 
tenemos que hacer todo un trabajo de investigación para verificar lo que llamamos la identidad varietal. Para 
eso INASE planta ensayos en su campo experimental de Pando, donde compara muestras oficiales del 
ostentor original de la variedad con las muestras comercializadas para verificar que el ancho y el largo de 
hoja, la fecha de floración y todo un montón de características, dependiendo de la especie, coincidan con la 
descripción varietal. 


Entonces, esa exigencia está establecida por la UPOV, que es un organismo internacional que regula este tipo 
de cosas, a la que Uruguay está afiliado, y por eso es que ponemos esa exigencia. Reitero que lo que se busca 
con esto es dar robustez al sistema. Siempre queda habilitada la parte de nombres comerciales. Inclusive, el 
Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria, que es el mejorador más grande en el Uruguay, tiene 
nombres comerciales y también los nombres codificados con los que trabajan durante todo el proceso de 
mejoramiento. Es decir que eso no se obstaculiza con esta medida. 


SEÑOR VIERA.- Creo que hay un registro internacional genuino de determinados productos que 
conviene que se mantenga porque puede haber determinadas circunstancias de falsificación, 
inestabilidad o riesgo de pérdida en alguno de esos lugares. Pero a su vez esto no es incompatible con 
que las cosas puedan tener nombres distintos en diferentes lugares. Es más: en algunos registros 
públicos, cuando se va a registrar una marca, se inscribe bajo lo que se llama nombre de fantasía, pero 
está vinculado con determinado producto. Esto tiene alguna similitud también con los medicamentos. 
Yo consumo a diario un medicamento que se llama '"Omeprazol", pero hay infinidad de marcas que 
comercializan ese producto y ello no le impiden circular con ese nombre; lo que se garantiza es que 
cada laboratorio ponga ese producto dentro de la cápsula. De manera que me da la impresión de que 
ambas cosas pueden estar en armonía. 


SEÑOR CASAS.- Entiendo. Simplemente que con esta redacción, a mí, que la leo por primera vez, no 
me queda clara la diferencia entre comercial y la variedad. 


SEÑOR BENECH.- En cuanto al artículo 45, que tiene que ver con la evaluación de cultivares, debo 
decir que hay dos temas. 


La ley original se refería a la creación del Instituto, y como el legislador, en su momento, veía como muy 
importante la evaluación nacional de cultivares, también se establecía que las comprobaciones técnicas 
continuarían siendo efectuadas por el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria hasta tanto el Instituto 
Nacional de Semillas pudiera asumir tal cometido, según resolución fundada del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Es decir que en la ley original, la evaluación nacional era potestad del INASE, la debía 
hacer de acuerdo con el INIA y podía ser cambiada por resolución fundada. 


Aquí hay algunos aspectos de orden práctico que hacen que propongamos cambiar eso y que se pase toda la 
responsabilidad al INASE. Hay dos razones: primero, porque tiene once años de funcionamiento y ya hay 
algunas cosas que están resueltas, y segundo, porque en todos estos años ha habido ensayos de evaluación de 
cultivares que no necesariamente se hicieron en INIA y terminamos validando. Entonces, en la práctica 
estamos haciendo algo diferente de lo que marca la ley. Voy a poner un ejemplo: los ensayos de evaluación 
de cultivares de cebada que hacemos con la Facultad de Agronomía. ¿Y cómo podemos decir que no hay 
gente capaz para hacerlo? 


Por otro lado, también debo decir que el INIA está de acuerdo con este cambio lo hemos charlado claramente, 
porque muchas veces se le ha recriminado creo que injustamente de ser juez y parte. El INIA es nuestro 
principal centro de mejoramiento genético; entonces, si le atribuimos la responsabilidad de evaluar los 
materiales de la competencia, es probable que pegue. 


Entonces, nosotros no pensamos en cambiar nuestros acuerdos con INIA, que vienen funcionando, ni en 
duplicar ensayos ni en ninguna cosa rara, pero sí nos parece que eliminando esa parte que dice que deberá ser 
el INIA, salvo resolución fundada del Ministerio, dejamos la responsabilidad a INASE, se clarifican las 
cosas, se puede hacer y marchamos todos bien. 


Acá también agregamos un concepto que manejé anteriormente de la evaluación nacional de cultivares. ¿Qué 
quiere decir "evaluación nacional de cultivares"? Que deberá tener un contenido esencialmente agronómico y 
un respaldo científico que permita anticipar a nivel experimental el comportamiento de los cultivares a 
campo. Lo que estamos tratando acá es que la gente sepa de antemano qué es lo que está comprando y cómo 
le va a funcionar. 


SEÑOR CHARAMELO.- Me gustaría hacer una consulta respecto a la parte genética, a lo que tiene 
que ver con los transgénicos. ¿Este proyecto de ley habla algo de eso? 


SEÑOR BENECH.- Si terminamos con la consideración del proyecto de ley del INASE, le contesto 
todo lo que sea de transgénicos, porque estoy en el Ministerio trabajando en ese tema y conozco en 
detalle, pero es un tema distinto al que estamos tratando. Ustedes saben que en este país hay 
transgénicos en soja y en maíz, pero el mismo material transgénico y no transgénico para nosotros son 
dos variedades distintas. La misma soja, transgénica y no transgénica, para nosotros constituyen dos 
variedades diferentes. Luego le explicaré esto con más detalle. 


El artículo 48 se refiere a la validez del Registro Nacional de Cultivares y a la necesidad de establecer plazos 
que nos permitan dar continuidad a la evaluación nacional. Anteriormente, la renovación era automática; por 
eso, con la evaluación previa, después que estaba inscripto, lo vendía todos los años que quisiera y no pasaba 
nada. De acuerdo con esta modificación, por ejemplo, para las forrajeras que son cultivares que duran 
muchos años quizás sea necesario que un registro dure cinco años, y quizás haya que evaluarlo otra vez pero 
preferimos establecer esos mecanismos mediante un estudio detallado por especie. Por eso estamos dejando 
la posibilidad de que haya un plazo en el registro. 


El artículo 63 refiere a dos aspectos. En primer lugar, no estaba contemplado el término "análisis" en toda la 
actividad semillerista, y lo incorporamos. Lo otro es algo que ya fundamentamos: el cambio de nombre del 
registro, que antes era de productores y ahora será Registro General de Similleristas para que abarque a todo 
el mundo. 


Ingresamos al artículo 65. La ley dejaba la responsabilidad en manos de los ingenieros agrónomos u otros 
profesionales con formación equivalente y por este artículo se elimina el término "técnico con formación 
equivalente" por dos motivos. En primer lugar, porque en todos estos años nunca se nos presentó nadie que 
viniera con una formación distinta a la de ingeniero agrónomo y pidiera algo. En segundo término, si viene 
alguien así, ¿cómo hacemos nosotros para saber cuál es la formación equivalente? ¿Quién lo define? 
Entonces, nos parecía más sencillo evitar esta ambigúedad eliminando lo de la formación equivalente. 


SEÑOR CHARAMELO.- Por ejemplo, una persona que tiene un invernáculo y que hace sus plantitas 
de lechuga, un productor que tiene un semillero y la idoneidad necesaria para llevarlo adelante en su 
establecimiento, ¿necesariamente tiene que tener la supervisión de un ingeniero agrónomo? 


SEÑOR BENECH-- Sí, así funciona hoy y ha funcionado en estos años, aunque figuraba esto en la ley. 
En realidad, todos terminan recurriendo a la figura del agrónomo. Nos parece importante que alguien 
sea responsable de esto. Lo que dice el señor Diputado me parece de recibo. Yo conozco gente muy 
idónea que trabaja mucho pero, desde el punto de vista formal, ¿cómo hacemos nosotros para decir 
que uno tiene idoneidad y otro no, si no es con un título profesional? Hasta ahora no hemos tenido 
problemas pero queremos evitarlos. En la práctica esto ha funcionado bien; no hemos tenido ningún 
problema con ninguna empresa en todos estos años ni alguien que haya solicitado algo así. Todas tienen 
algún profesional que las asesora. A esta altura no creo que haya gente en la actividad agropecuaria 
que no esté asesorada por un ingeniero agrónomo. 


SEÑOR VIERA.- Quiero ver si puedo sacar esto en limpio desde otro ángulo. 


Si una persona lleva adelante ese tipo de explotación y luego la pone en el mercado, obviamente, el INASE 
tiene que ser la institución rectora con capacidad de controlar ese tipo de semilla que sale al mercado. 
Evidentemente, idoneidad es una cosa y equiparación es otra, y aquí la estamos eliminando. Solo puede haber 
un ingeniero agrónomo que es el que autoriza a actuar en estas circunstancias. La idoneidad permite que la 
persona sea capaz para llevar delante de producción en un invernáculo y comercializarla, pero la seriedad en 
la regulación y en la comercialización tiene que estar en manos de este instituto. 


SEÑOR CHARAMELO.- En mi familia hemos tenido semilleros. Uno va y compra una semilla a una 
empresa. Y si esa semilla la vende el importador o la semillería es porque ya tiene aprobación para 
hacerlo. Históricamente, siempre ha habido asesoramiento de ingenieros agrónomos en la mayoría de 
las empresas rurales; sin embargo, hay pequeños productores que simplemente hacen semilleros que el 
único asesoramiento que reciben es en el mostrador cuando van a comprar y le dicen que una semilla 
es buena porque está probada y es la que más se vende. Hasta ahí llega el asesoramiento. Después que 
el semillero empezó a funcionar y se venden las plantitas, no hay más contacto con ningún ingeniero 


porque eso es lo que ese productor ha hecho siempre. En el departamento de Canelones hay un montón 
de ejemplos al respecto. Hasta ahora esta actividad no se ha debido desarrollar necesariamente bajo la 
responsabilidad técnica de un ingeniero agrónomo. Quiero dejar claro esto porque no es lo que 
normalmente pasa. Puedo enumerar un montón de empresas que en algún momento tuvieron un 
ingeniero pero por costos dejaron de tenerlo. Es más: muchas veces los ingenieros agrónomos en este 
país lo dice alguien que están en el campo, tiene chacra y toda la vida trabajó con ellos no tienen 
suficiente idoneidad o experiencia en determinado rubro que dé certeza al productor. Muchas veces los 
productores tienen cierta experiencia de campo que les da la posibilidad de manejarse solos, sobre 
todo, cuando hay un tema de costos. Puedo asegurar que en muchos semilleros que hay en la vuelta la 
parte técnica termina cuando compran la semilla en el Mercado Modelo o en las semillerías. Inclusive, 
esto ocurría en la parte de los insumos químicos ahora se ha dejado de lado esta práctica porque había 
errores garrafales y muchas veces alguien sin idoneidad suficiente indicaba cualquier cosa. Era 
horrible. Pero en lo que tiene que ver con las semillas, las empresas que las venden tienen los 
certificados correspondientes y la aprobación para venderlas. Creo que no es imprescindible que el 
productor deba tener en su casa un técnico, porque el trabajo en el semillero lo hace él. Ahora se 
establece que la responsabilidad técnica la debe tener un ingeniero agrónomo y, por lo tanto, el 
productor va a tener que pagarlo, porque no es lo mismo que lo asesoren en el mostrador y le digan 
que use determinada semilla. 


Quisiera que se aclarara esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a permitir leer el artículo 65 de la Ley N* 16.811, de 28 de febrero de 
1997, o sea que no es de ahora. Dice así: "Los criaderos, productores, semilleros, laboratorios, 
procesadores, importadores y exportadores de semillas deberán desarrollar su actividad bajo la 
responsabilidad técnica de un profesional ingeniero agrónomo u otro profesional con formación 
equivalente, los que deberán registrarse en el Instituto Nacional de Semillas". 


Entonces, se está proponiendo la eliminación de "técnico con formación equivalente" porque no hay un 
criterio como para definir con precisión cuál es la formación equivalente. 


SEÑORA JONES.- ¿Cómo funcionan las cosas en la vida real? En general, un productor de semillas 
produce semillas para su uso propio. Eso es totalmente legal y no hay ningún obstáculo que impida la 
producción de semillas para uso propio, ya sea porque hay ingeniero agrónomo o porque no lo hay. 
Quizás este sea uno de los aspectos a los que se refería el señor Diputado Charamelo. 


Ahora, cuando se trata de producción de semillas para comercializar, ahí en donde entra INASE. ¿Cuál es el 
rol de INASE en ese proceso? Dar todos los controles al proceso de producción de semillas para 
profesionalizarla de modo de que el usuario que va a comprarlas tenga todas las garantías necesarias de 
calidad. Ahí es donde entra la ley de semillas a marcar las pautas, los niveles de germinación, de pureza, de 
malezas y un montón de elementos que buscan profesionalizar la producción de semillas y garantizar los 
derechos. 


Por otra parte, históricamente, el Instituto Nacional de Semillas ha tenido un cubrimiento mucho mayor en 
todo lo que es forrajeras, cultivos industriales, cultivos extensivos y una incidencia menor en cultivos 
hortícolas. En los últimos cuatro o cinco años, eso se ha revertido y estamos logrando un cubrimiento mayor 
para lograr más garantías en la semilla. Ese productor que no tiene la posibilidad de tener a un técnico 
permanente en su establecimiento, cuando va a comprar la semilla en mostrador, tiene todas las garantías que 
son fiscalizadas por el Instituto Nacional de Semillas. 


Entonces, quizás se mezclaron algunas cosas. Esencialmente, no se cambia nada pero toda esa preocupación 
acerca de qué pasa en la vida real sigue funcionando. 


Reitero que no hay ningún obstáculo para la producción de semillas para uso propio y, en ese caso, lo que 
sucede es que el productor corre con el riesgo de que la semilla no sea buena. Pero un usuario que va a 
comprar semillas no corre con ese riesgo porque entra toda la reglamentación de la ley. 


SEÑOR BENECH.- Me parece que este tema es muy interesante y agradezco al señor Diputado 
Charamelo que haya expresado su preocupación. 


Creo que una deformación profesional que tiene el Instituto Nacional de Semillas es que hablamos de trigo, 
de soja, de arroz y de los grandes cultivos, y nos ha quedado relegada toda la horticultura y la fruticultura, 
que seguramente es el área del señor Diputado. En este momento, nosotros también estamos preocupados por 
darle transparencia. Son, en general, pequeños agricultores que muchas veces no solo utilizan su semilla sino 
que comercializan con muy pocas garantías. Estamos trabajando en eso. Pero con este artículo, al incluir solo 
agrónomos, lo que queremos dejar claramente establecido es quiénes son los responsables, y no porque los 
agrónomos tengamos patente de buenos. Yo soy agrónomo; eso no alcanza. Pero sí tenemos una formación y 
un título universitario. Entonces, queremos hacerlos responsables igual que las empresas semilleristas; es 
decir que no solo vendan las semillas sino que debe tener alguien detrás que firma y nosotros vamos a hacer 
que eso se cumpla, que sea responsable. Y sabemos que los agrónomos tienen la formación para ello. No nos 
pueden decir que no sabemos. Si incluimos otra figura, se hace más dificil. 


Pasamos ahora al artículo 69. Este es un artículo que tiene que ver con la propiedad intelectual y cuáles son 
los cultivos que se pueden proteger. Además, queremos dejar claramente establecido en la redacción cuáles 
son los conceptos. Cuando un cultivar es nuevo debe probar que realmente es nuevo y cumplir que durante 
un período superior al año inmediatamente anterior a la fecha de presentación de la solicitud de protección 
dentro de la República. Acá estamos considerando también normativas de transparencia de lo que pasa en el 
país, con los acuerdos internacionales, con los acuerdos de UPOV, porque cuando estamos dando un título de 
propiedad, luego como país respondemos frente a quien posee esa variedad. Por lo tanto, resultaba 
imprescindible dejar claramente establecido qué es una novedad y esa es la redacción que propusimos para 
ello. 


El artículo 72 es también muy importante. La referencia aquí es la semilla de uso propio; tiene que ver con la 
propiedad intelectual. En el proyecto de ley original decía: "El cultivar objeto del título de propiedad podrá 
ser usado sin que otorgue derechos a su tenedor a compensación alguna cuando: 


A) Se use o se venda el producto obtenido del cultivo como materia prima o alimento. 


B) Se reserve y siembre semilla para uso propio pero no para comercializar". No leo el resto porque no se 
modifica. 


En los últimos años en el país, esto ha generado algunas dificultades porque aquí juega la semilla de uso 
propio, juegan grandes agricultores, juega un decreto reglamentario que, de alguna manera, no quedó a mi 
juicio claramente alineado con esto. Entonces, para dar transparencia al tema y hacer cumplir la ley, creo que 
es necesario definir cuál productor tiene derecho al uso propio y cuál no. De hecho, hoy hay acuerdos de 
parte en algunos grandes cultivos. Las empresas cuando venden semillas hacen acuerdos de parte y si el 
productor no acepta pagar regalías por el total de la semilla, en realidad, no le vende. Entonces, nos parecía 
que el Estado debe legislar en esto y definir quién es un pequeño agricultor a fin de que se contemple el 
espíritu de la ley. El texto dice que el pequeño agricultor debe estar definido por el Poder Ejecutivo a 
iniciativa del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. De hecho, el Ministerio ya tiene una definición. 
Nosotros no estamos proponiendo inventar absolutamente nada. Pero estamos diciendo que queremos que 
esto quede claramente escrito para que después no suceda una pelea desigual entre una gran empresa que 
vende semillas y un pequeño agricultor al que se le dice que si no paga regalías, no se le vende semillas. De 
esa forma, no podría sembrar. 


Nuestro Estado tiene criterios relacionados con el uso de la mano de obra familiar, de su principal fuente de 
ingreso, del tamaño, es decir, varios de esos conceptos lógicos y que quisiéramos que se contemplen. 


Por eso, proponemos que sea el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
quien fije el pequeño agricultor y ese tendrá derecho al uso propio. 


El artículo 75 es sencillo. Refiere al plazo de validez del título de propiedad intelectual. Aquí solamente 
estamos acompasando la normativa internacional de UPOV, a la que estamos afiliados, y de la Organización 
Mundial de Comercio, y de hecho ya lo estamos aplicando. Entonces, solo queremos una redacción acorde a 


lo que estamos haciendo y aplicando. No hay ninguna cosa rara. El artículo 82 refiere a la figura del 
mantenedor. 


(Diálogos) 


Como expliqué antes, el proyecto tal como vino del Poder Ejecutivo tenía un artículo único que decía 
que se modificaban todos los artículos sobre los cuales estamos hablando. El Senado, por razones de técnica 
legislativa perfectamente compartibles, decidió dividir el proyecto en tres artículos, pero el contenido es el 
mismo. Entonces, aquí estamos hablando de lo que vino del Senado como artículo 2”, que dice: "Agrégase al 
artículo 82 de la Ley N” 16.811, [...] el siguiente numeral: [...]", y allí define el término "mantenedor". 


SEÑOR CHARAMELO.- Aquí no lo tenemos como artículo 82 sino como artículo 2*. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Antes el artículo estaba transcripto y al final se hacía este agregado, pero es 
un tema de forma y no de contenido. 


SEÑOR BENECH.- En el artículo 83, que establece: "Para los aspectos no contemplados en las 
precedentes definiciones se seguirán los criterios establecidos por la Asociación Internacional de 
Análisis de Semillas", nosotros agregamos lo siguiente: 'u otros acuerdos bilaterales o multilaterales 
suscritos por el país". A veces nos quedamos rengos porque hacemos algún acuerdo a nivel del 
MERCOSUR como país y después quedamos atados, por eso nos parecía bueno dejar una redacción 
general en esta iniciativa. 


El artículo 85 refiere a las infracciones. Dice lo siguiente: "Las infracciones a que hace referencia el artículo 
anterior, atendiendo a la gravedad de la infracción y a los antecedentes del infractor, serán sancionadas con 
[...]" y a continuación se fija una serie de criterios, a los cuales quisiéramos agregarle uno más, que diría así: 
"El Instituto Nacional de Semillas publicará periódicamente y por la vía que entienda pertinente, la nómina 
de infractores que hayan sido sancionados por la comisión de infracciones calificadas como 'graves' o 'muy 
graves' y cuyas resoluciones sancionatorias se encuentren firmes. En la publicación se individualizará al 
infractor, la infracción cometida y la sanción recaída". ¿Por qué es esto? Existen varios tipos de infracciones 
y hay gente que las comete porque no sabe cómo es que se hace; en ese caso es una infracción menor o 
corregible, y hay gente que sabe cómo se hace, que lucra con esto y reiteradamente la encontramos 
cometiendo infracciones. Y de eso tenemos un registro. Por lo tanto, también con el criterio de dar 
transparencia como ocurre en el caso de otras instituciones, pretendemos que el INASE pueda publicar 
aquellas infracciones que sean graves no aquellas en las que hay una equivocación de fecha o un vencimiento 
de la etiqueta para que todo el mundo lo sepa. La ley actual no nos permite eso y es así que queremos 
incorporar en forma expresa. Por ejemplo, que en la página del INASE podría figurar que Fulanito de Tal 
viene reiteradamente cometiendo una infracción, para que se preocupe por no cometerla. Nos parece que a 
veces esa sanción es más importante que tantos pesos, porque tantos pesos, cuando el negocio es grande, a 
veces conviene pagarlos. Nosotros pretendemos dar transparencia y queremos que se nos habilite para ello. 


Exactamente lo mismo ocurre en el artículo 86 para los técnicos. Yo decía que la figura de la responsabilidad 
se refería no solo a las empresas sino a los técnicos. Obviamente, cuando publiquemos a las empresas, lo 
haremos con los técnicos. Acá no queremos que haya tratamiento distinto a los empresarios y a los técnicos 
que firman; por lo tanto, la misma propuesta vale en los dos sentidos. 


Estas serían las propuestas. Insisto en que hay cuestiones de redacción y cuestiones de fondo, definiciones 
más políticas. Y por definiciones políticas me refiero al uso propio, a la evaluación de cultivares, a la 
publicación de las sanciones. Yo creo que esto es importante. Reitero que estamos de acuerdo con lo que vino 
del Senado, y quisiéramos que si existen dudas las podamos evacuar de manera de poder asumir el 
compromiso de poner esta iniciativa en práctica rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber quiénes participaron y trabajaron en las etapas de 
elaboración del proyecto. 


SEÑOR BENECH.- Este es un proyecto que ha contado con aproximaciones sucesivas en el correr de 
los años. Obviamente, la intención original salió del INASE y de su funcionamiento. Les recuerdo que 


el INASE tiene varios órganos donde están representados todos los sectores. En la Junta Directiva del 
INASE está representado el Ministerio en este caso por quien habla, que lo preside, los comerciantes de 
semillas a través de la Cámara Uruguaya de Semillas, los productores de semillas a través de la 
Asociación Nacional de Productores de Semillas, y también hay dos delegados de la Comisión de 
Usuarios. La Comisión de Usuarios está formada por ocho instituciones que son: Federación Rural del 
Uruguay, Asociación Rural del Uruguay, Asociación Nacional de Productores de Leche, Cooperativas 
Agrarias Federadas, Comisión Nacional de Fomento Rural, Asociación de Productores Agrícolas de 
Canelones y la Asociación de Cultivadores de Arroz. Esto está descrito en la ley anterior; hay una 
amplia representación y esta iniciativa también pasó por toda esa instancia. Luego pasó por otra 
instancia también importante, el Consejo Nacional de Semillas, que es el órgano de referencia de la 
Junta del INASE. En el Consejo Nacional de Semillas además está la Universidad de la República la 
Facultad de Agronomía, el INIA y el Instituto Plan Agropecuario. Este proyecto cuenta con el consenso 
de todas estas instituciones. Luego se derivó al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, allí lo discutimos y fue respaldado; como verán también está firmado por el resto 
de los Ministerios. 


En definitiva, es un proyecto que fue discutido, conversado, consensuado; obviamente, no voy a decir que 
hubo unanimidad, porque hay gente que piensa distinto, pero se han tenido en cuenta todas las opiniones. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quisiera saber cómo va a quedar lo relativo al tema transgénicos. Ha habido 
cierto desfase en el tratamiento de estos temas y cuando hemos requerido información se ha 
complicado debido a que se había formado un grupo de evaluación que no tenía un funcionamiento 
adecuado o, por lo menos, no se estaba reuniendo con la periodicidad necesaria. En su momento tuve 
que representar a esta Comisión en algún evento internacional algunos compañeros también lo 
hicieron en que se trató este tema y fue realmente complicado llevar una información de país al 
respecto. 


Como esto surgió rápido y recién ahora me empapo en este tema, pregunté si estaba comprendido, en qué 
quedó, en qué está, ya que depende directamente de ahí. 


SEÑOR BENECH.- En primer lugar, quiero separar el tema transgénicos de lo que es INASE. Lo 
transgénico es una definición política que está dentro de la órbita del Poder Ejecutivo. Personalmente, 
que no soy funcionario, sino el Presidente de INASE, que es un cargo de confianza política del Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, me han pedido que trabaje en el tema de los transgénicos, en 
representación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por lo tanto, esto no es INASE, sino 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Quiero que quede bien claro para que se entienda la 
situación. 


En segundo lugar, como se sabe, había una Comisión de Evaluación de Riesgo, CER, Decreto N* 249. En 
este Gobierno se entendió que algunas cosas no estaban funcionando bien y se estableció una moratoria de 
dieciocho meses al ingreso de nuevos transgénicos. Además, se creó un Gabinete interministerial a los 
efectos de establecer mecanismos para salir de esa moratoria y analizar cómo tratábamos los transgénicos. 
Dicha Comisión la integramos cuatro Ministerios: Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, Ministerio de Salud Pública, Ministerio de Economía y Finanzas y Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. Yo integré ese grupo representando a este último. 


Ahí analizamos la información regional, la internacional, los aspectos que tienen que ver con el etiquetado, 
con la comunicación, etcétera. Pero es cierto que no trascendió mucho y esa es una definición, si se quiere 
política, porque este es un tema en el que hay muchos intereses en juego y preferimos ponerle mucha cabeza 
y poca prensa, y así lo hicimos. 


No llegamos al final del período de los dieciocho meses porque la salida de la moratoria se hizo a través de 
un nuevo Decreto, estableciendo un marco nuevo antes de que se cumpla el plazo. Quiero que esto quede 
claro y que se sepa que en esto se trabajo duramente con varios grupos. Se establecieron algunos criterios. Se 
salió de la moratoria con un Decreto solo para los vegetales y con el compromiso de que este Gobierno, en un 
plazo de un año, redacte un proyecto de ley sobre bioseguridad que contemple todo lo transgénico, porque se 
habla mucho de los transgénicos vegetales pero poco de los otros transgénicos. Tenemos muchísimos 


medicamentos, alimentos, productos, materias primas de la cadena industrial que son transgénicos, y no se 
habla tanto. 


A nosotros nos parece que como país debemos ser serios en el tratamiento de estos asuntos, estableciendo un 
marco genérico. La definición política no es decir sí a los transgénicos o no a los transgénicos; es decir: los 
transgénicos deben ser estudiados caso por caso, analizando si tienen ventajas, o no, y, en consecuencia, 
decidir y establecer como serán utilizados. Esto está establecido con claridad en el Decreto N* 353 del 27 de 
julio de este año, que crea el marco que sirve de base para estudiar los transgénicos, las plantas y que es la 
base para el proyecto de ley de bioseguridad. 


Estamos pensando en mantener ese criterio. Ahí existe un Gabinete de bioseguridad integrado por seis 
Ministros: los cuatro que ya mencioné anteriormente, que son los claves, más el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería que tiene mucho que ver, ya que hay muchos transgénicos en las etapas intermedias y el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, porque es cierto lo que se dijo con respecto a que Uruguay está inserto 
en un mundo globalizado. Este tema está en todos lados; tenemos que trabajar sobre la base de los acuerdos 
internacionales y con la gente del exterior. 


Este Gabinete, que son los que van a aprobar o no los nuevos eventos que ya está funcionando desde que 
salió el Decreto, tiene su base en una Comisión de Gestión de Riesgo, integrada por técnicos de confianza 
política de los Ministros, pero técnicos al fin. Ahí yo represento al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, y otros compañeros al resto de los Ministerios. Nos reunimos semanalmente estableciendo 
mecanismos para ver cómo vamos a procesar esto. A esta altura existe el Gabinete, la Comisión de Gestión de 
Riesgo, que es el segundo órgano en importancia, y citamos a la Comisión de Articulación Institucional. 
Nosotros apostamos a que Uruguay es un país pequeño y, por lo tanto, esto hay que tratarlo con la mayor 
capacidad científica y técnica, separando estas instancias. Aquí hay instancias políticas e instancias técnico- 
científicas. 


En estas están el INIA, la Universidad de la República, el LATU, el Instituto Clemente Estable, es decir, la 
institucionalidad técnica que nos permite definir en las evaluaciones de riesgo si los aspectos de la salud 
humana o los del ambiente tienen algún problema. La otra instancia es la que define, la que va a estudiar la 
Comisión de Gestión de Riesgo y el Gabinete, es decir, los Ministros. Puede pasar, pasa, y voy a citar un 
ejemplo bien concreto: el arroz, que ha ganado mercados europeos por no tener arroz transgénico. Los 
productores ni los molineros quieren arroz transgénico en este país. Hay algunas solicitudes, que han estado 
pendientes, que estaban ya al ingreso de la moratoria. Es probable que todo el estudio diga que no es nocivo a 
niveles aceptables de riesgos aceptables para la salud, ni para el ambiente, pero que económicamente no le 
sirva al país porque podemos perder mercados. Ahí hay una definición política y estos aspectos queremos 
separarlos. 


Por otra parte, toda nuestra operativa está centralizada en el citado Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Me refiero a las plantas. Hemos conseguido fue publicado hace diez días un llamado público para 
contratar a un técnico público de primer nivel que nos ayude. La Agencia Nacional para la Innovación, ANI, 
va a financiar la contratación de un técnico con un nivel de maestría, o doctorado, en temas de análisis de 
riesgo para asesorar. Es decir, una persona que esté trabajando técnicamente. Esto ya está marchando, ya está 
hecho el llamado, y estamos trabajando. Esta estructura ha sido nueva. Sé que hay apuro porque hay intereses 
en juego y, por lo menos, dentro del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca queremos responder con 
acciones lo más concretas posibles. Quisiéramos decir a todos los que tienen interés: "Este es el formulario 
que hay que llenar, en tal lugar lo tienen que presentar, alguien tiene plazo para estudiarlo y nosotros lo 
respondemos". No estamos firmando un cheque en blanco a nadie; puede ser sí o no, no estamos a favor ni en 
contra; habrá cosas que convienen y cosas que no convienen. 


Quiero hacer referencia a dos puntos más. También puede pasar, y nosotros lo contemplamos, que el interés 
en los transgénicos no sea solo por parte de las multinacionales. Como se sabe, aquí muchas veces se nota 
que hay empresas que han invertido en esto y quieren vender básicamente semillas. Pero puede haber interés 
en medicamentos. Por ejemplo, la insulina hoy es producida por mecanismos transgénicos, y es algo a lo que 
acceden amplios sectores de la población. Nosotros pensamos que también puede haber interés en 
medicamentos transgénicos y que el interesado sea el Poder Ejecutivo. Entonces, tendrá que hacer lo mismo, 
tendrá que pedir, habrá que analizar y luego habrá que aprobar. Las posibilidades del ingreso de los 
transgénicos no es única de las empresas, sino que también puede haber un interés nacional. 


El etiquetado es un tema muy polémico. Hay gente que quiere etiquetar y que se sepa que el producto es 
transgénico y hay otras personas que no quieren etiquetar porque consideran que manteniéndose en el 
anonimato es más fácil. La definición política al respecto es que el etiquetado es voluntario, por la afirmativa 
o por la negativa, siempre y cuando se pueda probar, mediante técnicas analíticas, que el producto es o 
transgénico o no, dependiendo de quien quiera etiquetarlo. Aquí estamos tratando de dar una herramienta a 
los que piensan que tienen un potencial mercado. 


Discutimos muchísimo esto y hay muchas experiencias. Lo más parecido al modelo que tomamos es Canadá: 
el etiquetado voluntario, por la positiva o por la negativa. ¿Por qué? Nosotros somos importadores de muchas 
materias primas de países que no tienen trazabilidad ni etiquetado. Si pusiéramos etiquetado obligatorio, 
seguramente, estaríamos poniendo una traba brutal a toda nuestra agroindustria alimentaria, por ejemplo, 
cuando viene de Argentina, y hay ejemplos bien claros: los granos, los concentrados. Argentina tiene 
muchísimos eventos que nosotros no tenemos y que ellos no segregan. Ellos mandan todo a un silo y después 
nos envían todo para acá. 


Por eso es que en el tratamiento de los transgénicos se establecen niveles: no es lo mismo un transgénico a 
nivel de laboratorio, a escala experimental, que liberado en el ambiente; no es lo mismo producir un 
transgénico en Uruguay para reexportarlo en su totalidad que para consumirlo aquí, y en este sentido hay 
varias experiencias. Por ejemplo, Chile es un país que tiene menos normativas que nosotros, que produce una 
enormidad de transgénicos para exportar, pero no los consume internamente. Por lo tanto, en el nuevo marco, 
estamos hablando de coexistencia y de coexistencia regulada, con condiciones. No es que cada uno haga lo 
que quiere, sino que vamos a dar respuesta a esto. 


SEÑOR CHARAMELO. Creo que es un tema importante respecto al cual ha faltado información. Por 
lo menos, cuando nosotros, en su momento, la requerimos estaba en proceso de análisis y estudio, y me 
parece que ese proceso ha sido bastante largo. Con esto no quiero decir que no esté bien porque no soy 
especialista en el tema, pero la gente tiene que saber a qué atenerse porque, por un lado, los prohibimos 
y, por otro, en la región estamos rodeados de eventos. Acá creo que tenemos dos eventos: uno en maíz y 
otro de soja. Además, hay una cantidad de productos que consumimos que son de origen transgénico. 
O sea que no los producimos, pero los consumimos. 


El ingeniero Benech dijo que en un año estaría listo el decreto, o sea que más o menos, a mediados de año 
tendremos un hilo conductor o un patrón. Eso sería bueno porque es una situación que se está dando en todas 
partes. No estoy a favor ni en contra; uno escucha las diferentes posiciones y todas tienen elementos a favor y 
en contra. 


SEÑOR CASAS.- Me gustaría que el ingeniero explicara en qué consiste el levantamiento de la 
moratoria. Si es para empezar estudios, para comercializar, para que los productores tengan en este 
verano disponibilidad de semilla transgénica para plantar. Como usted decía, en este asunto hay temas 
políticos y técnicos, y hay que saber separarlos. Creo que aquí se tomó una decisión política cuyas 
consecuencias las han sufrido los productores, que en un mundo globalizado han tenido que competir 
en la región con la lagarta y miles de perjuicios que, evidentemente, por lo menos los de alrededor del 
MERCOSUR no tienen; por lo tanto, han estado en condiciones desventajosas. 


Entonces, creo que hay que reglamentar esta situación, pero tengo una diferencia de opinión respecto a la 
decisión política que se tomó de cancelar todo el uso de transgénicos en perjuicio de la producción nacional. 


SEÑOR BENECH.- Al respecto voy a decir dos o tres cosas. 


Hoy existe un marco normativo claro, independientemente de que después se elaborará una ley. Hoy existe el 
Decreto N* 353, del 27 de julio de 2008, que establece claramente los criterios de cómo se tratan los 
transgénicos en el país. 


Por otra parte, en el país existen transgénicos; no se prohibieron. El 100% de la soja uruguaya que se planta 
es transgénica y lo sigue siendo, y aproximadamente el 50% del maíz, también. Se prohibió el ingreso de 
nuevos eventos transgénicos y el tratamiento de nuevos eventos. Eso sí es cierto, es de lo que estamos 
saliendo y queda claramente establecido en el decreto. 


Digo esto para que quede claro y para ayudarlos a ustedes, ya que teniendo a mano el decreto podrán 
contestar muchas de las preguntas que les formulen, y si no, me pueden llamar que los ayudaré con gusto. 


O sea que los criterios están escritos, hay normativa y compromisos del país al respecto. Creo que este tema 
debe ser tratado con mucha racionalidad y separando factores, sin dejarse llevar solo por lo que se escuche, 
porque está claro que hay fundamentalistas de los dos lados. 


Retomando, había cuatro solicitudes que quedaron en la moratoria, es decir, pedidos que no se trataron y 
estamos empezando a desarrollar ahora. En este momento, la gente va a saber claramente cómo los vamos a 
tratar. 


Hay un aspecto que me olvidé de comentar, que tiene que ver con la interacción, con la sociedad, con la 
forma en que se tratan estas cosas, con las comunicaciones. Esto también fue duramente cuestionado. Ustedes 
recordarán las audiencias públicas que se hicieron una, en Sayago y otra, en Dolores, que terminaron en unos 
líos bárbaros. Nosotros pensamos que las definiciones de qué eventos y de cómo se manejan, son políticas, y 
la política es del Poder Ejecutivo al que le toca gobernar, y todos los demás se detienen a escuchar, son 
asesores, pero aquí hay que tomar definiciones políticas y, a veces, esas no son lindas. 


Los mecanismos de comunicación con la sociedad están previstos a tres niveles en el nuevo marco. Uno es la 
publicación. Cuando llegue la solicitud de cualquier nuevo evento, lo colgaremos en la página web del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente explicando que una compañía solicitó 
que estudiáramos tal evento, para que todo el mundo lo conozca. 


También haremos un proceso de los análisis de riesgo de los temas de la salud humana, a través del esquema 
que les comentaba teniendo en cuenta el Comité de Articulación y los técnicos contratados, y de los aspectos 
del ambiente. Cuando tengamos eso pronto, también lo difundiremos ampliamente y estaremos abiertos a 
escuchar opiniones. Obviamente todo esto tiene que ser en un plazo; no pretendemos poner un filtro a los 
transgénicos durmiéndolos en un cajón; no es esa la política, sino que estudiamos el caso, respondemos, lo 
ponemos a consideración pública, damos treinta días para que se opine y, después, quien esté en el Gobierno 
deberá definir. 


Asimismo, en el decreto se prevé un Consejo Nacional de Políticas que integra a las instituciones que no 
están en ningún lugar. Por ejemplo, las gremiales rurales pueden llegar a ser convocadas porque capaz que es 
necesario generar cambios en las políticas. 


Por otra parte, voy a hacer algunas referencias concretas a lo que decía el señor Diputado Casas, porque yo 
también soy productor rural y conozco el ambiente ya que hace unos años que trabajo en semillas. Aquí hay 
varios intereses. Yo creo que ha habido eventos transgénicos que han constituido un gran aporte al Uruguay, a 
la región, a la agricultura, pero a veces después nos asustamos. Voy a poner un ejemplo: el de la soja. Yo he 
visto campos en los que no se podía producir más nada porque estaban completamente enmalezados, tapados 
de sorgo aleppo, en los que la herramienta de la soja round up ready con el herbicida, ha sido buena. Pero 
como toda herramienta, es buena o mala, según cómo la usemos. Si la usamos mal, es mala. Eso es un avance 
técnico y no hay por qué negarlo. Desde su creación, el hombre ha operado con los genes y ha ido cambiando 
el genotipo de las plantas y de los animales. La transgenia es un mecanismo nuevo en el que, realmente, no 
veo nada demoníaco. Creo que lo que hay que poner es racionalidad y cabeza. 


En cuanto al maíz, le puedo decir que yo no utilizo maíz transgénico cuando siembro en fecha porque los 
maíces transgénicos que tenemos el MOR810 y el VT11 fueron desarrollados para la plaga de la diatraea, una 
larva perforadora del tallo que no es muy importante en Uruguay cuando se siembra en fecha y en 
condiciones. Hay otra plaga, la lagarta cogollera, que deja los maíces como un colador, que sí ataca mucho y 
en la que hay un efecto, pero ha costado mucho definir si es de importancia económica o no. Esto lo puedo 
decir con propiedad y lo he discutido con muchos colegas. El precio de la semilla híbrida de maíz transgénico 
se multiplicó por tres. Entonces, si el evento no es eficiente cuando hacemos las cosas bien y el productor 
quiere comprar una semilla más cara en este país la verdad lo puede hacer, estamos en un país libre, pero no 
necesariamente tiene que tener un mejor resultado económico. 


El uruguayo no tiene un criterio restrictivo respecto a las semillas en general como tienen algunos países 
desarrollados. Tenemos un criterio de transparencia y de certeza científica de cómo funcionan. Seguramente, 


unas semillas rinden más y otras menos. Si un productor quiere pagar más y comprar una que rinda menos, 
puede hacerlo, pero a su riesgo. 


El tema de los transgénicos que nos preocupa en este momento consiste en dar seguridad a la salud humana y 
ambiental. Eso es clave. Lo demás es relativo y hay que seguirlo estudiando. No estamos demonizando nada 

sino tratando de trabajar duro y sacar esos apasionamientos que existen y que nos llegan a nosotros todos los 

días. 


SEÑOR CASAS.- Comparto totalmente lo que se dijo. Creo que no tenemos por qué decir que no a las 
cosas nuevas que aparecen sino que hay que estudiarlas y legislar sobre ellas. Todos los días en todos 
los ámbitos hay ofertas de cosas nuevas y no podemos estar políticamente diciendo que no, paremos y 
estudiemos, porque el tiempo es muy importante. Eso es lo único en lo que difiero. 


Por otro lado, se paró todo lo que tiene que ver con la producción en los eventos nuevos pero con respecto a 

transgénicos de uso en salud y en alimentación no hemos tenido una respuesta. Entonces, creo que para unos 
tuvimos una respuesta quizás demasiado drástica y para otro ámbito, relacionado con la salud pública, no lo 

tuvimos de la misma manera. Esa es la diferencia. 


De todos modos, comparto totalmente que no debemos decir que no a todas las iniciativas nuevas sino que 


hay que legislar, como estamos haciendo con este proyecto que va a actualizar el tema de la importación de 
semillas, que es algo que se nos viene. Creo que hay que legislar al respecto y estoy abierto a todo eso. 


SEÑOR BENECH.- La salida de la moratoria fue por decreto porque era la forma rápida de dar 
respuesta. Ustedes saben mejor que yo que es más rápido un decreto que una ley. 


También quisimos dejar claro en el decreto como se hizo en el anterior el compromiso en cuanto a los plazos 
para que esto no se tamice; no queremos que se tamice. Sabemos que estas cosas son muy difíciles. Si nos 
resulta difícil cuando hablamos solo de plantas, imaginen cuando nos metemos en todo lo demás, en cuanto a 
lo que no hay nada legislado. Yo soy agrónomo y me cuesta enormemente. 


Crean que el compromiso es legislar en esto y poner plazos y no encajonarlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


